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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE
Pereira, cinco de marzo de dos mil nueve
Acta número 0014 del 5 de marzo de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver la apelación propuesta por el apoderado del demandante contra la sentencia dictada el 12 de noviembre de 2008, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas dentro del proceso laboral de doble instancia adelantado por Erasmo Duque Marín contra la Empresa de Obras Sanitarias de Santa Rosa de Cabal ESP E.I.C.E. “Empocabal”. 

El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES
Manifiesta el señor Duque Marín que laboró al servicio de la demandada durante más de veinte años en forma continua; al momento de arribar a la edad y cumpliendo el tiempo de servicios, solicitó al entonces gerente de la entidad que se le jubilara conforme a la convención colectiva de trabajo, solicitud que fue negada; por medio de derecho de petición del 3 de octubre de 2007, no obstante haberse retirado de la empresa, solicitó nuevamente se le reconocieran los beneficios convencionales vigentes para la fecha de su desvinculación, el 22 de septiembre de 1993, recibiendo respuesta el 22 de octubre de 2007, manifestándole que la pensión de jubilación ya le había sido reconocida; conforme a dicha respuesta se requirió nuevamente a la entidad, a fin de que pagara el mayor valor dejado de percibir, recibiendo como respuesta que su pensión no era de carácter convencional, pues se trata de una pensión de vejez reconocida por el Instituto de Seguros Sociales; dicha pensión fue concedida por medio de la Resolución N° 002316 de 1993 por valor de $81.510.

Con base en el sustento fáctico relatado pretende que luego de declarar que, en su calidad de extrabajador de la demandada y en razón de haber cumplido los requisitos para acceder a la pensión de jubilación  (pensión convencional) en la época en que laboraba para la empresa, se le debe reconocer el estatus de pensionado por jubilación de la entidad accionada; como consecuencia de la anterior declaración, reconocerle los beneficios de la convención colectiva del año 1993 y que por lo tanto se le incluya en nómina de pensionados por jubilación, desde el 22 de septiembre de 1993, en adelante y a futuro, por lo tanto se le debe pagar el mayor valor dejado de percibir desde dicha fecha; por último solicita se condene en costas a la demandada.

La demanda fue admitida por auto del 25 de marzo de 2008, fl. 34, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderado, fl. 39, aceptando que el 3 de octubre de 2007 el actor solicitó pensión de jubilación, que dicha petición fue negada, que la vía gubernativa se encuentra agotada y que el demandante es pensionado del Instituto de Seguros Sociales; respecto a los restantes hechos, manifestó que no son  ciertos o que no son hechos. Se opuso a las pretensiones, argumentando que la petición presentada por el actor para la época de su retiro nada tiene que ver con el tema de pensión de jubilación, sino de un dinero que recibió como pensionado del Instituto de Seguros Sociales y de Empocabal, concluyéndose que la única petición referente a pensión de jubilación la presentó a finales de 2007; agrega que en la convención colectiva vigente para el año de 1993 no se expresa nada de lo aducido por el demandante, como derecho a gozar, además de la pensión de vejez concedida por el Instituto de Seguros Sociales, otra pensión denominada de jubilación; por último manifiesta que conforme a las previsiones del Estatuto de Personal de Empocabal, artículos 288, 293, 296 y  303, el actor no puede acceder a dos pensiones. Excepcionó Prescripción.

Fracasó la fase conciliatoria ante la ausencia de la demandada, fl. 121, declarándose que respecto a ella se harán efectivos los efectos del artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Agotadas otras etapas el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el doce de noviembre último. En la sentencia, después de aceptar que no era necesaria la nota de depósito en la convención colectiva de trabajo aportada, se negaron las pretensiones de la demanda, al encontrar que, aunque en el texto convencional nada se dice respecto a la pretendida pensión de jubilación, en su cláusula décima octava se pactó elevar a convención colectiva de trabajo el Estatuto de Personal vigente, conteniendo dicha normatividad la mentada pensión de jubilación, más sin embargo, allí se estableció que el reconocimiento de la misma estaría a cargo de la respectiva caja de previsión y no de la empleadora, amén que tampoco se probó que el actor fuera beneficiario del acuerdo convencional.
Con la decisión anterior no se conformó el abogado del demandante quien impugnó solicitando revocatoria del fallo; afirma que en momento alguno la demandada desvirtuó la pertenencia del demandante al sindicato de trabajadores, por lo que, conforme a los artículos 470 y 471 del Código Sustantivo del Trabajo, tiene derecho a la aplicación de la convención colectiva de trabajo; manifiesta que de acuerdo al artículo 477 del Código Sustantivo del Trabajo, el acuerdo convencional fija las condiciones que regirán los contratos de trabajo durante su vigencia; agrega que siguiendo lo ordenado en la Ley 6 de 1945, el Decreto 1848 de 1969, la Ley 33 de 1985 y la Ley 100 de 1993, a los trabajadores oficiales les está permitido obtener el reconocimiento de su pensión de jubilación o vejez estando dentro o fuera del servicio; presenta el caso del señor Lázaro López Gaviria, quien fue pensionado por jubilación por la demandada, por medio de la Resolución N° 369 de 199º, lo cual se hizo con base en la convención colectiva de trabajo, artículo 288 y subsiguientes.

Concedido el recurso se enviaron los autos a este Sede donde para desatarlo deben atenderse las siguientes,
CONSIDERACIONES 

Se presenta una situación bien especial en el presenta caso, toda vez que el funcionario de primera instancia en la sentencia que hoy se revisa, afirma que, a pesar de no haberse aportado el texto convencional del cual se pretende derivar el derecho pensional reclamado con la respectiva nota de depósito, ello no sería óbice para su aplicación toda vez que está por fuera de discusión entre las partes la vigencia de dicho acuerdo. Para afirmar lo anterior, el a quo sostiene que dicha posición ha sido avalada por la Corte, sin embargo no aclara cual Corte, y menos identifica la providencia en que se dice tal cosa.

Para está Colegiatura lo expresado por el funcionario de primera instancia es un total desatino, toda vez que es sabido de vieja data que el depósito de una convención colectiva de trabajo ante el Ministerio de la Protección Social es un acto solemne, ineludible, de donde se deriva la eficacia del acuerdo y que no puede ser suplido, de buenas a primeras, por la simple aquiescencia de las partes respecto a su existencia y vigencia. Es tanto así, que se acepta la presentación del texto convencional en fotocopia, pero, se insiste con el requisito adsustantiam actus de la respectiva nota de depósito o con la certificación del Ministerio respecto al cumplimiento de dicho acto.

Ordena el artículo 469 del Código Sustantivo del Trabajo:

“Artículo 469. Forma. La convención colectiva debe celebrarse por escrito y se extenderá en tantos ejemplares cuantas sean las partes y uno más, que se depositará necesariamente en el departamento nacional de trabajo, a más tardar dentro de los quince (15) días siguientes al de su firma. Sin el cumplimiento de todos estos requisitos la convención no produce ningún efecto.” (Subrayado nuestro)

La norma transcrita es muy clara, el acuerdo convencional no produce efecto alguno sin la realización del respectivo depósito ante el Departamento Nacional del Trabajo, hoy Ministerio de la Protección Social, por ello, al deprecar la aplicación de un convenio de tal tipo, es esencial presentar el texto de la convención con la mencionada nota o, al menos, con certificación del Ministerio en tal sentido, como ya se indicó. 
Al respecto han sido innumerables los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, entre ellos los siguientes:

“Si para que la convención produzca sus efectos se requiere necesariamente que uno de los ejemplares de ella sea depositado en el departamento nacional de trabajo (hoy división de asuntos colectivos de trabajo), por lo cual se le reviste de las formalidades propias de un acto solemne, resulte ineludible acudir a esa fuente, cuando quiera que se trate de probar su existencia legal, y el medio adecuado al respecto es la copia autorizada por dicha dependencia, con la certificación de que el depósito se efectuó en la oportunidad que exige la ley” (
)(Subrayado nuestro)
“Adicionalmente se permite observar la Sala que la convención colectiva en la cual funda sus pretensiones el censor, por presunto incumplimiento suyo por parte de la empresa al despedir al actor, está deficientemente acreditada en autos puesto que en la fotocopia autorizada que obra en autos tan sólo existe una constancia apócrifa del necesario depósito oportuno, solemnidad indispensable según lo ha reiterado la jurisprudencia” (
)(Subrayado nuestro)
“Tiene precisado la jurisprudencia de la Corte, que la convención colectiva genera un error de derecho, cuando el sentenciador equivocadamente pone en duda su existencia o cuando la tiene como prueba, a pesar de que no cumple las solemnidades establecidas por el artículo 469 del Código Sustantivo del Trabajo. También ha dicho, que “al ser la convención colectiva de trabajo un acto solemne, la prueba de su existencia está atada a la demostración de que se cumplieron los requisitos legalmente exigidos para que se constituya en un acto jurídico válido, dotado de poder vinculante, razón por la cual, si se le aduce en el litigio del trabajo como fuente de derechos, su acreditación no puede hacerse sino allegando su texto auténtico, así como el del acto que entrega noticia de su depósito oportuno ante la autoridad administrativa del trabajo”  (Sentencia de 16 de mayo de 2001, radicación 15120).” (
) (Subrayado nuestro)
“De todos modos, cabe señalar que, como lo tiene establecido la jurisprudencia de esta Sala, el depósito oportuno es requisito esencial para que el acto produzca efectos, al tenor del artículo 469 del C. S. T., y su demostración en juicio exige necesariamente que se allegue copia auténtica del mismo con la nota de su depósito oportuno ante la autoridad administrativa correspondiente, de modo que no es suficiente con que se cumpla con la formalidad del artículo 54 A del C. P. del T., para que se tenga por acreditado el acuerdo convencional, como lo pretende la censura, pues es necesario, además, que se hubiere cumplido en tiempo la formalidad señalada, cuya prueba echó de menos el Tribunal, sin que el cargo nada replique al efecto”. 

…

"Sin embargo, en tratándose de convenciones colectivas de trabajo, no obstante ellas gozar de la presunción de autenticidad, es necesario acreditar la prueba de que fue depositada ante la autoridad administrativa del trabajo por así exigirlo el artículo 469 del CST, lo cual es apenas lógico si se tiene en cuenta que este acuerdo colectivo es fuente generador de derechos y como tal la ley exige que el mismo deba ser puesto bajo custodia de la autoridad mencionada para que pueda producir efectos legales y ser oponible a terceros, pues de lo contrario, "la convención no produce ningún efecto".

…

“Al respecto es de anotar que efectivamente el depósito oportuno de la Convención Colectiva según lo normado en el artículo 469 del Código Sustantivo del Trabajo es una exigencia de la ley para su validez, como reiteradamente lo ha señalado la Sala en los siguientes términos: "al ser la convención colectiva de trabajo un acto solemne, la prueba de su existencia está atada a la demostración de que se cumplieron los requisitos legales exigidos para que se constituya en un acto jurídico válido, dotado de poder vinculante, razón por la cual, si se le aduce en el litigio del trabajo como fuente de derechos, su acreditación no puede hacerse sino allegando su texto auténtico, así como el del acto que entrega noticia de su depósito oportuno ante la autoridad administrativa del trabajo". (Sentencias de 16 de mayo de 2001, rad. No 15120 y de 4 de diciembre de 2003, rad. Nº 21042)'. (
). (Subrayado nuestro)
Para el cumplimiento de la solemnidad de la nota de depósito de la Convención Colectiva, la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, interpretando adecuadamente el artículo 469 del Código Sustantivo del Trabajo con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 446 de 1.998, norma que permite la aducción por las partes de fotocopias sin el presupuesto de autenticación, que se presume, o de presentación personal, de documentos privados con fines probatorios en un proceso, ha morigerado el rigorismo de la primera norma permitiendo que se aporten las fotocopias de la convención suscrita entre la empleadora y los trabajadores “…siempre y cuando, obviamente, contenga la constancia o el sello de haberse depositado en el Ministerio de Trabajo –hoy de la Protección Social- dentro del término de los 15 días siguientes a su firma…”(
).

De lo anterior se concluye que cuando se allega a un proceso como prueba la copia de la Convención Colectiva de Trabajo, si bien ésta, para efectos probatorios, puede ser aportada en copia simple, tiene que tener de todos modos la constancia de haber sido depositada ante el Ministerio de la Protección Social y de que ese depósito haya sido efectuado dentro de los quince días siguientes a la firma de la Convención, requisito que en el presente asunto brilla por su ausencia.

En mérito de lo expuesto la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia apelada, por las razones aquí expuestas. 

Sin costas en esta instancia.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por quienes intervinieron en la audiencia.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MRIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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